
Jurisdicción: Salta 

Dependencia Cámara - Tribunal de Impugnación - Sala I 

Autos “T. A. A. POR HOMICIDIO CALIFICADO” 

Tipo de Resolución Decisiones Interlocutorias 

Nro. Expediente 30810/2014 

Fecha de Resolución 28/12/2015 

Categorías: 

El derecho de las mujeres a la integridad psíquica y física - homicidios de mujeres  

Sumario 

El Defensor de la Unidad de Defensa Nº 3, en ejercicio de la asistencia técnica de A. Á, T., interpone recurso 
de casación en contra de la sentencia del Vocal Nº 2 de la Sala I del Tribunal de Juicio . Mediante el fallo 
recurrido, se condenó al nombrado por el delito de homicidio calificado por la relación de pareja (art. 80, inc. 
1º del C.P.) a la pena de prisión perpetua, accesorias legales y costas.  

En el caso de atribuírsele un sentido simbólico a su interpretación, como referimos anteriormente, no se 
advierte la existencia de algún episodio relevante que haya incidido sobre la sospecha originaria de T., y que 
a su vez, tenga la virtualidad suficiente de constituirse como la circunstancia subjetiva del estado emocional. 
En este aspecto, cabe agregar que la reacción debe ponderarse siempre en función de las circunstancias 
objetivas que envuelven la conmoción anímica y no por la conmoción anímica misma (cfr. CJS, Tomo 
194:297), todo lo cual nos obliga a descartar la existencia de una causa motivadora suficiente del estado 
emocional; al menos, con la cualidad justificante que requiere la norma penal. 

El principio de legalidad de la represión penal, traducido por la regla “um crimen a poena sine praevia lege 
poneali”, significa que la configuración de una infracción, por leve que sea, como su represión, es materia 
reservada al Poder Legislativo, y por ende, escapa a la órbita de las facultades ejecutivas y judiciales, pues 
nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni privado de hacer lo que ella no prohíbe (art. 19 C.N.). 
De esa premisa, nace la necesidad de que exista una ley que, configurando la infracción, mande o prohíba 
algo, para que una persona pueda incurrir en falta por haber obrado u omitido obrar en determinado sentido. 
Pero, según el mismo precepto, para que al violador de la norma se le pueda aplicar una sanción penal, es 
preciso además, que al lado de la infracción configurada, exista al mismo tiempo, una sanción predefinida. 
Por ello, el principio aludido implica la necesidad de que la ley penal, en forma anticipada y mediante una 
previsión abstracta y general, determine el hecho punible y la pena concreta conminada para cada delito (v. 
Ricardo C. Núñez, Manual de Derecho Penal, Parte General, Ed. Lerner, 1972, p. 71). 

 

EL Tribunal señaló en el fallo citado que “en lo que hace a los fines de prevención, agotado el general –ante 
la imposición de una condena-, el especial cuenta con reconocimiento constitucional (art. 5.6 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y art. 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos) y legal (art. 1º) en esas normas- persigue la ‘adecuada reinserción social’. Su cumplimiento 
responde al seguimiento del interno y, en el caso, la perpetuidad del encierro no es en verdad tal, pues –los 
condenados- poseen el derecho a obtener la libertad condicional cumplidos treinta y cinco años de condena 
(art. 13 del C.P.) dependiendo de su progreso, en directa proporción a los fines preventivos apuntados y sin 
perjuicio de los otros institutos vinculados que prevé la ley de ejecución penitenciaria” (las aclaraciones entre 
guiones nos pertenecen). Con ese fundamento, la Corte de Justicia local reconoció la constitucionalidad de 
la pena perpetua, siempre que no implique sustraer al condenado del régimen de reinserción social que 
establece la Ley 24660 y las disposiciones de igual naturaleza contenidas en el Código Penal (v. Tomo 
159:983). 

Debe reconocerse que en nuestro ordenamiento penal, la perpetuidad de las penas de encierro no es 
absoluta. En efecto, su imposición, si bien involucra la eventualidad que duren y permanezcan para siempre, 
en el caso que nos ocupa, existe también la posibilidad de limitar temporalmente la situación de encierro. 
Durante la etapa de ejecución, rige la progresividad del régimen carcelario como principio rector, el cual se 
traduce en la flexibilización del tiempo y de las condiciones del encierro carcelario conforme al grado de 



evolución del penado, de manera que los alcances de las limitaciones a la libertad ambulatoria y hasta la 
propia duración del encierro carcelario, aún en los casos de las penas perpetuas, dependen de las 
decisiones que se adopten en dicha etapa, atendiendo a los fines preventivos especiales o de 
resocialización, existiendo para ello, institutos como la libertad condicional, las salidas transitorias, el régimen 
de semilibertad, y otras posibilidades de flexibilización al encierro de carácter político, tales como el indulto y 
la conmutación de penas. 

 

I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 382/385. II. 
REGÍSTRESE, PROTOCOLÍCESE, NOTIFÍQUESE y, oportunamente, BAJEN los autos. 
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